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Resumen 

 
El presente trabajo tiene como finalidad, en primer lugar, evidenciar que la protección no 
jurisdiccional de los derechos humanos se bifurca en dos modalidades en función de la cantidad de 
bienes básicos que proteja, de manera tal que se tiene una protección generalizada y otra sectorial. 
En este orden de ideas, se analizan los diferentes puntos de vista que existen dentro de la doctrina 
académica en torno a este tema, tanto los que están a favor de la protección sectorial, como quienes 
no coinciden con ella. En segundo lugar, partiendo de las premisas que se obtengan del primer 
análisis, esta investigación posiciona al derecho a la vivienda adecuada como un ejemplo respecto 
del cual se puede aplicar la protección sectorial en México, sobre todo ante la ausencia de garantías 
y la falta de mecanismos de justiciabilidad de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ya 
que el valor de un derecho es en función de la garantía que este tiene. Lo anterior tomando en cuenta 
los diferentes paradigmas existentes en el mundo, así como antecedentes históricos y, en menor 
medida, referencias institucionales vigentes dentro del sistema jurídico mexicano.  

 
Palabras Claves 

 
Derechos humanos – Organismos protectores de los derechos humanos – Ombudsman 

 
Abstract 

 

The purpose of this paper is, firstly, to show that the non-jurisdictional protection of human rights 
branches into two ways depending on the amount of basic liberties that it protects, in a way that there 
are a generalized and a sectoral protection. In this order of ideas, this document analyzes the different 
points of view that exist within the academic doctrine around this issue, both those that are in favor 
of a sectoral protection, and those who do not agree with it. Secondly, based on the assumptions 
obtained from the first analysis, this research positions the right to an adequate housing as an 
example on which the sectoral protection can be applied in Mexico, especially due to the absence of 
guarantees and the lack of justiciability mechanisms on the Economic, Social and Cultural Rights, 
since the value of a right depends on the guarantee it has. The foregoing ideas consider the different 
paradigms that exist in the world, as well as the historical background on this matter and, to a lesser 
extent, the current institutional references within the Mexican legal system. 
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Introducción 
 

La importancia de proteger los bienes básicos de las personas ha sido una constante 
en la historia de la humanidad de forma tal que desde los albores de las primeras 
civilizaciones se tienen antecedentes relativos al reconocimiento de lo que hoy llamamos 
“derechos humanos” dentro del Derecho Internacional, y “derechos fundamentales” para 
los ordenamientos internos de los Estados. Tal fue la trascendencia de estos bienes básicos 
que se tornó imprescindible crear instituciones encargadas de su defensa y protección, 
surgiendo así mecanismos jurisdiccionales que principalmente forman parte de la función 
judicial de los Estados. Sin embargo, con el devenir del tiempo, fue necesario concebir 
instituciones que representaran un contrapeso y que no necesariamente se encontraran 
dentro del andamiaje judicial, sino más bien que tuvieran una naturaleza no jurisdiccional; 
avocadas, en un inicio, a la vigilancia de la administración pública, de manera tal que, en 
1809, surgió la figura del ombudsman en Suecia, o bien, como lo denominan en el mundo 

hispanohablante “el defensor del pueblo”. Institución que hoy en día continúa teniendo el 
mismo propósito de vigilancia hacia las autoridades, pero ya bajo el prisma de los derechos 
humanos, lo que les ha dotado de su carácter defensor y protector. Es de mencionar que, 
si bien el antecedente inmediato del ombudsman se materializó en el Siglo XIX, en Suecia, 

antes de ello se pueden identificar antecedentes mediatos, como ocurrió en el Siglo XVII, 
con la figura del Lord Protector prevista en el Instrumento de Gobierno durante la 

Revolución Inglesa, función conferida a George Cromwell, que en el caso de México, 
inspiraría más tarde a Ignacio López Rayón para crear al Protector Nacional dentro de sus 
Elementos Constitucionales redactados en 1812.1  
 

Actualmente, esta figura ha crecido raíces en todo el mundo, materializándose en la 
mayoría de los países democráticos bajo distintas denominaciones. Por ejemplo, en Suecia, 
Dinamarca, Suiza, Irlanda, Estados Unidos, Reino Unido y la parte anglófona de Canadá, 
se le conoce por su denominación original de Ombudsman (defensor o comisionado), 

aunque actualmente en algunos territorios como el caso de British Columbia en Canadá, 
existe el Ombudsperson, que surge como una proposición institucional supuestamente más 

inclusiva. En cambio, en países francófonos, como Francia y parte de Canadá, se le ha 
llamado Médiateur de la Republique (Mediador de la República) y Protecteur du Citoyen 

(Protector del Ciudadano), respectivamente2; mientras que en los países lusófonos, como 
Portugal y Brasil, se tiene al Provedor de Justiça (Provedor de Justicia) y la Ouvidoria Geral 
do Estado (Defensoría General de Estado), respectivamente. En Italia, existe el Difensore 
Civico (Defensor Cívico), y, como se ha mencionado previamente, en el mundo 
hispanohablante se le conoce como Defensor del Pueblo, con ligeras variaciones como el 
caso de México, en donde se tienen a las Comisiones de Derechos Humanos, tanto a nivel 
federal como estatal3.   
 

En este tenor, dicha figura ha tenido especial relevancia en el Sistema Universal de 
Derechos Humanos al grado tal que la Asamblea General de las Naciones Unidas adoptó 
en 1993 “Los Principios de París”, cuyo contenido señala los estándares internacionales de 
los que deben guiarse las intuiciones nacionales de protección de los  derechos  humanos  

 

                                                
1 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda en México. Institución jurídico 
en pro de la igualdad y la dignidad humana (Madrid: University for Peace, Universidad Alfonso X El 
Sabio, Berg Institute y Universidad Olmeca, 2018). 
2 Desde 2011 en Francia, existe el Défenseur des Droits (Defensor de Derechos), sustituyendo así 
al Mediador de la República.    
3 Antonio Mora, El libro del Defensor del Pueblo (Madrid: Defensor del Pueblo, 2003). 
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en el mundo. No obstante, es importante precisar que la protección no jurisdiccional de 
derechos humanos no es totalmente uniforme, ya que tiene diferentes matices 
institucionales, por lo que es imprescindible diferenciar entre la protección generalizada, de 
la protección sectorial, siendo esta última un ideal para la justiciabilidad de los derechos 
humanos en México, sobre todo, en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (DESC).  
 

Lo anterior constituye a lo largo de este análisis un punto de partida para tomar como 
ejemplo el derecho humano a la vivienda adecuada, respecto del cual sería posible y, al 
mismo tiempo, benéfico implementar una institución no jurisdiccional de protección de este 
derecho. Idea que se encuentra basada en la experiencia de otros países y a la vez en los 
propios antecedentes de nuestro sistema político en donde se han creado a través de la 
historia instituciones de protección sectorial de derechos, permaneciendo algunas aún 
vigentes.  
 
La protección sectorial de los derechos humanos 
 

El origen de la protección sectorial se encuentra en Suecia, cuando el parlamento 
creó el Militie Ombudsman (defensor militar) en 1915, institución que se encargaría de 
supervisar la administración militar, y, a medida que avanzó el tiempo, se crearon otras 
instituciones sectoriales en dicho país, tales como el ombudsman de los consumidores; 

para la igualdad de oportunidades; contra la discriminación étnica; de la infancia; para los 
discapacitados; y contra la discriminación por la orientación sexual4. De esta manera, tanto 
el ombudsman moderno con funciones generales de 1809, como el ombudsman sectorial 

de 1915, surgieron en Suecia, existiendo entre la creación de dichas figuras poco más de 
un siglo.  
 

En cuanto a la delimitación semántica de “ombudsman sectorial”, hay una variedad 

de opiniones por parte de los investigadores en la materia. Por ejemplo, Constenla usa 
indistintamente los adjetivos sectorial, de mandato singular, especial y sectorizado para 
referirse a aquellos defensores que se encuentran “referidos únicamente a un sector de la 
población…”, agregando que “[t]ienen una designación parlamentaria y reúnen los atributos 
de autonomía, independencia y periodicidad comunes a este instituto. Son verdaderos 
Ombudsman aunque con misiones acotadas”5. Por su parte, en términos similares, Antonio 

Mora señala que el defensor sectorial es “[n]ombrado por el Parlamento, tiene las mismas 
funciones parecidas al Ombudsman general, sólo que restringidas temáticamente a un 
sector de la población (los menores, los ancianos, los militares, los consumidores…)”6. En 
este punto resulta crucial señalar que la designación no siempre corresponde al parlamento, 
sino que en algunos casos al ejecutivo, o a ambos7, mientras que en otros casos se realiza 
por el ente no gubernamental que haya concebido la institución, como el caso de las 
empresas privadas. De allí que exista una clasificación de la figura del ombudsman sectorial 

según el ámbito en donde se haya creado, sea público o privado, siendo los primeros 
creados por la ley y los segundos establecidos por las cámaras o asociaciones que reúnen 
a ese sector.8  

                                                
4 Ana María Moure Pino, El Ombudsman. Un estudio de derecho comparado con especial referencia 
a Chile (Madrid: Dykinson, 2014). 
5 Carlos R. Constenla, Teoría y Práctica del Defensor del Pueblo (Madrid: Zavalía, Temis, Ubijus, 
Reus, 2010), 299-301. 
6 Antonio Mora, El libro del… 45.  
7 Rosa María Díaz López de Falcó, El Ombudsman de la Salud en México (México: UNAM-IIJ, 2014). 
8 Carlos R. Constenla, Teoría y Práctica… 
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Otro punto de vista destacable sobre este tema es el de Pareja Rosales, quien 

identifica a este tipo de instituciones como “seudo-ombudsman”, puesto que “responden a 
intereses específicos, parciales, y que sobre todo ya no son nombrados por el Parlamento 
sino en algunos casos por el Ejecutivo”9. Sin embargo, dicha perspectiva debe ser evaluada 
detenidamente debido a que se cuenta con defensores sectoriales que sí son nombrados 
por el parlamento, como el caso de Suecia10. Por otro lado, vale la pena mencionar que en 
la doctrina académica se encuentran opiniones tanto divergentes como a favor de la utilidad 
de la protección sectorial de derechos humanos. Al respecto, Constenla expone las 
siguientes opiniones: 
 

Algunos los rechazan porque suponen un debilitamiento y mengua de las 
funciones de quien tiene la responsabilidad de ejercer la titularidad de esa 
función y por el carácter universal de los Derechos Humanos, otros aprecian 
que son de utilidad, toda vez que alivian a los Ombudsman de muchas 
responsabilidades específicas que pueden amenguar la eficacia de su 
trabajo11. 

 
Independientemente de lo anterior, la creación de un ombudsman sectorial no se 

traduce en una merma a las actuaciones de otra institución o, en concreto, del ombudsman 

general, al contrario, especializar las facultades de protección y de vigilancia, además de 
representar menos responsabilidades específicas para otras instituciones, supone mayor 
protección y atención a las personas víctimas de violaciones a derechos humanos, sobre 
todo en materia de los DESC, cuya justiciabilidad se encuentra obstruida, con especial 
alusión a la vivienda adecuada.  
 
Análisis de Derecho comparado sobre la protección sectorial con orientación a la 
vivienda adecuada 
 

Para el propósito de esta investigación, es relevante destacar que en Reino Unido 
existe una institución de protección sectorial específicamente relativa al derecho a una 
vivienda adecuada, bajo la denominación de Housing Ombudsman (ombudsman de la 

vivienda), siendo esta una de las razones por las cuales dicho país representa un paradigma 
como Estado de Bienestar, ya que cuenta con instituciones de protección sectorial públicas 
(ombudsman para las prisiones, de salud y de la vivienda) y privadas (ombudsman para 
compañías  financieras,  inmobiliario  y  de  telecomunicaciones)12,  de  manera  tal  que  la  

                                                
9 Pareja Rosales de Conrad, María Teresa. El defensor del pueblo: Un estudio con especial 
referencia al Ecuador (Uruguay: Fundación Konrad Adenauer Stiftung, 2004), 121. 
10 El Instrumento de Gobierno de Suecia, en su artículo 6 del capítulo 13 sobre los Ombudsmen 
Parlamentarios, preceptúa que “el Riksdag (Parlamento) puede elegir uno o más Ombudsmen que 
supervisarán la aplicación de las leyes y otras regulaciones sobre las funciones públicas, en virtud 
de las facultades reconocidas por el Riksdag”. Citado en Del Rivero del Rivero, José Alberto. El 
Ombudsman de la Vivienda… 326. 
11 Carlos R. Constenla, Teoría y Práctica… 299. 
12 Debido a su condición de derecho, es considerado como un Estado de bienestar, que en palabras 
de Carbonell es “una forma de organización del poder público dentro de las economías de mercado 
avanzadas, que se caracteriza por una importante cobertura (prácticamente universal) de un abanico 
de necesidades sociales”. José Carbonell, “Estado de bienestar”, en Diccionario Jurídico Básico, ed. 
Miguel Carbonell (México: UNAM-Porrúa, 2013), 61. El Estado de Bienestar o Welfare state se rige 
por tres principios: 1) el reconocimiento de la igualdad; 2) una política activa para coadyuvar en las 
cinco grandes carencias: pobreza, enfermedad, ignorancia, vivienda y empleo; 3) preservar, tanto 
como sea posible, la iniciativa individual. Raúl Cardiel Reyes, La Filosofía Política del México actual 
(México: UNAM, 1980). 
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justiciabilidad se refuerza con la previsión de este tipo de mecanismos no jurisdiccionales. 
Por otro lado, en diferentes países también existen órganos que, si bien tienen facultades 
para conocer sobre diversos asuntos, focalizan parte de su actuación de manera sustancial 
a la vivienda adecuada. Este es el caso de Uruguay y España, que con la creación de 
defensores locales han hecho posible una mayor cercanía entre el Estado y la población 
respecto de sus necesidades relacionadas a los servicios públicos. En dicho orden de ideas, 
en este apartado la primera referencia externa en ser estudiada será el Reino Unido, con el 
Housing Ombudsman, y posteriormente Uruguay y España, ambos con sus respectivos 

defensores municipales, para finalizar con una reflexión sucinta sobre otras referencias 
externas en la protección sectorial de derechos humanos, como el caso de Puerto Rico y 
Estados Unidos.    
 
El Housing Ombudsman de Reino Unido  
 

El Housing Ombudsman de Reino Unido fue instituido mediante la Housing Act de 

1996, y su designación está a cargo de la Secretaría de Estado para las Comunidades y el 
Gobierno Local (Secretary of State for Communities and Local Government)13, a diferencia 
del Ombudsman Parlamentario de dicho país (Parliamentary Commissioner for 
Administration) que es designado por la Corona14, siendo este último el auténtico modelo 
inglés. Su actuación está encaminada a la vivienda social (social housing)15 en 

arrendamiento y a la resolución de disputas entre arrendador social (o aquellos 
arrendadores privados que se unen por voluntad propia) y arrendatario16. En este orden de 
ideas, tanto su creación como su designación revelan que es una institución de protección 
sectorial pública, sin embargo, posee ciertas características que harían pensar que se trata 
de un ente privado17. Lo anterior en razón de que sus recomendaciones son dirigidas a los 
arrendadores de vivienda social (Social Housing Landlords), y estos están obligados a 
implementarlas, rigiendo entre ellos el Derecho Privado. Además, sobre su financiación 
Constenla señala que: 
 

…la institución se financia con el aporte de inquilinos y propietarios de casas 
en alquiler, en la inteligencia de que no sería justo hacer contribuir a la 
población que no es potencialmente usuaria de esos servicios con el pago a 
través de las rentas del Estado18.  

 

                                                
13 Parlamento del Reino Unido. Housing Act (Londres: The Stationary Office, 1996). 
14 Parlamento del Reino Unido. Parliamentary Commissioner Act (Londres: The Stationary Office, 
1967). 
15 Con arreglo a la Housing and Regenaration Act 2008, el término social housing se refiere a aquellas 
habitaciones de bajo costo ya sea en arrendamiento o que constituyan una propiedad. Parlamento 
del Reino Unido. Housing and Regenaration Act (Londres: The Stationary Office, 2008).  
16 Es necesario señalar que, así como los arrendadores sociales se encuentran registrados en el 
servicio del Ombudsman de la Vivienda, también los arrendadores con fines de lucro (for-profit 
landlords) pueden registrarse voluntariamente. Sin embargo, esto no lo convierte en un Ombudsman 
sectorial privado. Housing Ombudsman. The Housing Ombudsman Annual Report and Financial 
Statements 2014-15, (Londres: THO, 2015), 1. 
17 También cabe destacar que existen instituciones de protección sectorial cuya creación es 
voluntaria, por iniciativa de entidades privadas. En su visita a Uruguay, Rafael Runco, con su 
ponencia presentada ante el Presidente de la Junta Departamental de Montevideo, al referirse a los 
ombudsmen privados menciona que “[m]ás o menos la mitad de los Ombudsman en Gran Bretaña 
fueron creados voluntariamente por los sectores en los que ellos funcionan; la otra mitad fueron 
creados por ley”. Citado en José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman… 329. 
18 Carlos R. Constenla, Teoría y Práctica… 222. 
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De acuerdo con la perspectiva de este autor, se entiende que hacer contribuir a 

personas que no son beneficiarias de este servicio es considerado una medida injusta. Sin 
embargo, la protección de derechos humanos no debería limitarse sólo a aquellos que 
contribuyen a la financiación de una institución, en este caso del Ombudsman de la 

vivienda, tomando en cuenta el principio de universalidad de los derechos humanos. Con 
independencia de ello, es plausible que en Reino Unido se cuente con un órgano sectorial 
público enfocado al derecho a la vivienda.  
 

Ahora bien, el proceso seguido ante el Housing Ombudsman se establece en la 
Localism Act 201119, de la cual se desprende que todo inicia con la presentación de una 

queja por escrito, en la mayoría de los casos por parte de una persona designada 
(designated person) que puede ser un miembro de la Cámara de los Comunes, una 

autoridad local de vivienda competente en el distrito donde se encuentra ubicada la 
propiedad, o un comité de inquilinos (tenant panel)20, siempre y cuando se cuente con el 
consentimiento por escrito del quejoso (complainant) o de su representante. Cabe 
mencionar que la queja presentada por la persona designada se lleva a cabo by way of 
referral, es decir, primero el arrendatario afectado presenta su petición a la persona 

designada y, si prevalece una situación negativa entre el arrendador (sea social o particular 
voluntario) y el arrendatario, se canaliza al Housing Ombudsman, aunque existen sus 
excepciones a esta regla procedimental. También se debe considerar que una vez 
presentada la queja, si el Ombudsman decide no investigar o dejar de conocer de un asunto, 

deberá exponer las razones que lo motivaron a tomar dicha decisión y enviar una copia a 
la persona designada. No obstante, si la investigación realizada por el Ombudsman ya ha 
sido concluida, éste debe informar a la persona designada los resultados de dicha 
investigación y cualquier decisión que se haya tomado21. Cabe aclarar que si bien la 
normatividad contenida en la Localism Act 2011 no establece expresamente que sean tres 
las etapas del procedimiento ante el Housing Ombudsman, en síntesis se puede realizar 

una explicación en estos términos para mayor comprensión. Así pues, el primer paso 
siempre será exponer la situación al arrendador social o particular-voluntario (es este paso 
el que configura la primera instancia). La segunda etapa reside en permitir que la persona 
designada realice las gestiones pertinentes de conciliación, aunque hay que aclarar que en 
ocasiones la segunda etapa puede ser prescindible, puesto que, como se mencionó, existen 
excepciones a la regla, permitiendo que los casos lleguen directamente al conocimiento del 
Housing Ombudsman, y consecuentemente emita una recomendación. Respecto de la 
tercera etapa, ya en la instancia del Housing Ombudsman, un asunto trascendente es que 

sus determinaciones pueden ser reforzadas como si fuesen una orden emitida por un 
órgano judicial. Situación que en México se adolece, puesto que las Comisiones de 
Derechos Humanos emiten recomendaciones que, de no ser atendidas, solo procede la 
comparecencia de la autoridad ante el órgano legislativo que corresponda por carecer de 
garantías.  
 

La Defensoría del Vecino en Uruguay 
 
En cuanto a la defensa sectorial de los derechos humanos en América Latina, sobre todo 
en materia de DESC, uno de los países pioneros es Uruguay. En dicho país se instituyó un  

                                                
19 Parlamento del Reino Unido. Localism Act (Londres: The Stationary Office, 2011). 
20 De acuerdo con la Localism Act de 2011, la expresión tenant panel o comité de inquilinos significa 
un grupo de arrendatarios reconocido por el arrendador social para presentar quejas en contra de 
éste y puede haber más de uno para el mismo arrendador. 
21 Para profundizar en los aspectos procedimentales del Housing Ombudsman del Reino Unido, 
puede consultar José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda…  
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órgano encargado de recibir las quejas relativas a servicios públicos, con la denominación 
de Defensoría del Vecino, cuyo origen se remonta al año 2003, fecha en la que fue creada 
por decreto22 de la Junta Departamental de Montevideo23, siendo este derogado en 2013 
con la publicación de un nuevo decreto24. La relevancia de aludir a esta institución se 
encuentra en que una de sus funciones es la de promover el mejor cumplimiento de los 
servicios departamentales y/o municipales25. En este entendido, la realización del derecho 
a una vivienda adecuada se encuentra indisolublemente aparejada a la obligación, inter 
alia, de proporcionar servicios públicos adecuados a los ciudadanos por parte de las 

autoridades municipales. Además, con los informes anuales de dicha institución, se 
constata que su actuación está primordialmente encaminada a temas relacionados a 
vivienda, urbanismo y medio ambiente: 
 

Los temas que en los ocho años de existencia de la Defensoría han tenido 
mayor presencia en los más de doce mil asuntos ingresados en forma de 
consultas, reclamos o propuestas dan cuenta de esta situación: arbolado, 
contaminación acústica, tributos, limpieza, vivienda, tránsito y transporte, 
alumbrado, vialidad-pavimento, saneamiento, control de las edificaciones, 
salubridad, ferias vecinales, fincas abandonadas, problemas de convivencia, 
tenencia de animales, plazas y parques, entre otros26. 

 
En adición, se debe destacar que su actuación circunscrita al territorio 

departamental le posibilita ser más cercano a la población, puesto que los “servicios 
departamentales y/o municipales”27 no son otra cosa que los servicios públicos ofrecidos 
por el Departamento y el Municipio en el caso de Uruguay28. De conformidad con lo anterior, 
cabe observar que además de las irregularidades que se originan en la prestación de 
servicios municipales tocantes a la vivienda adecuada, hay instituciones nacionales y 
autoridades con facultades diversas a las municipales que, por actuación u omisión, 
cometen violaciones a este derecho. Por ello, se precisa de una figura de defensa sectorial 
no solamente limitada a un territorio de menor ámbito competencial.  
 

Por todo lo demás, la Defensoría del Vecino se encuentra a la vanguardia y muestra 
de ello son los más de doce mil asuntos presentados ante ella sobre temas específicos. Por 
último, en cuanto a la cuestión procedimental, la  Defensoría del  Vecino  se diferencia  del  

 

                                                
22 Junta Departamental de Montevideo. Decreto Núm. 30592 (Montevideo, 18 de diciembre, 2003). 
23 Para entender la naturaleza de las Juntas Departamentales, se debe tomar en consideración que 
el Artículo 273 de la Constitución de Uruguay establece: “La Junta Departamental ejercerá las 
funciones legislativas y de contralor en el Gobierno Departamental. Su jurisdicción se extenderá a 
todo el territorio del departamento”. Cámara de Representantes del Poder Legislativo de la República 
Oriental de Uruguay. Constitución de la República Oriental de Uruguay (Uruguay, 1967). 
24 Junta Departamental de Montevideo. Decreto Núm. 34.844 (Montevideo, 17 de octubre, 2013).  
25 El artículo 2 del Decreto Núm. 34.844 establece: “La actuación de la Defensoría del Vecino deberá 
promover el respeto de los Derechos Humanos dentro del Departamento, el mejor cumplimiento de 
los servicios departamentales y/o municipales y el logro de una mayor transparencia y eficacia de la 
gestión del Gobierno Departamental” 
26 Defensoría del Vecino. Octavo Informe Anual. Defensoría del Vecino de Montevideo. Año 2014 
(Montevideo: Defensoría del Vecino de Montevideo y Agencia Española de Cooperación 
Internacional para el Desarrollo, 2015), 10. 
27 En el Artículo 2 del Decreto N° 34.844 se hace uso literal de dicha expresión. 
28 Tómese en cuenta que la República de Uruguay se divide en Departamentos y estos, a su vez, se 
subdividen en Municipios. Tanto el Departamento como el Municipio tienen respectivamente 
atribuciones y cometidos tocantes a la prestación de servicios públicos. José Alberto Del Rivero del 
Rivero, El Ombudsman de la Vivienda… 
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Housing Ombudsman en que no existe un primer filtro para presentar las denuncias y quejas 

(como el caso de las personas designadas). Otra diferencia notable es que el titular de la 
Defensoría debe entrevistar al denunciante o quejoso, es decir, existe un mayor 
acercamiento entre estos. Por último, el titular puede emitir recomendaciones o sugerencias 
respecto de los servicios públicos29, escenario que refuerza la justiciabilidad de los DESC 
en dicho país.  
 
Los Defensores del Vecino en España  
 

Al igual que la mayoría de los países de la comunidad internacional, España cuenta 
con una institución nacional facultada para defender los derechos fundamentales, 
denominada Defensor del Pueblo. Con la misma aspiración, teniendo en cuenta que el 
territorio de dicho Estado se encuentra dividido en Comunidades Autónomas, existen 
defensores autonómicos bajo distintas denominaciones30, así como algunas instituciones 
municipales con facultades para conocer asuntos relacionados con irregularidades en los 
servicios públicos. Aunque España no contempla un defensor sectorial de la vivienda 
propiamente reconocido como el caso de Reino Unido, sí tiene organismos sectoriales para 
conocer otros asuntos31, aunado a que la existencia de instituciones municipales de 
derechos humanos, bajo las denominaciones de “Defensor Vecinal” o “Defensor del 
Vecino”, representa un avance para los DESC, y en especial, para la vivienda adecuada.  

 
En esta tesitura, el primero en ser creado fue el Defensor Vecinal de Vitoria en 2001 

mediante publicación en el Boletín Oficial por el Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz en el País 
Vasco, con modificaciones realizadas a su Reglamento al año siguiente, el cual puede 
conocer los asuntos en que se alegan irregularidades que atañen a los servicios prestados 
por la administración municipal, reflejándose en sus numerosas recomendaciones e 
informes relacionados a temas de urbanismo, limpieza vial, transporte, medio ambiente y, 
por supuesto, vivienda32.  

 
Por otra parte, dicha institución es una prueba fehaciente de que la creación de 

defensores sectoriales o, en su caso, locales no vulnerará la competencia de otros órganos. 
Esto se constata en la firma de un convenio de colaboración en 2006 que permite la 
asistencia recíproca entre el Defensor Vecinal de Vittoria y el Ararteko (que en euskera 
significa “mediador”), quien es el defensor autonómico del País Vasco.33  
 

 

                                                
29 Artículos 12, 13 y 14 del Decreto N° 34.844 de la Junta Departamental de Uruguay. 
30 Los defensores autonómicos adquieren una denominación distinta según la Comunidad Autónoma 
para la que se circunscriben: por ejemplo, en Cataluña y Valencia, se tiene la misma denominación: 
Síndic de Greuges; en Andalucía, al Defensor del Pueblo; en Canarias al igual que en Castilla y 
León, al Diputado del Común; en Aragón, al Justicia de Aragón; en el País Vasco, al Ararteko; y en 
Galicia, al Valedor do Pobo. Laura Díez Bueso, Los Defensores del Pueblo de las Comunidades 
Autónomas (Madrid: Departamento de Publicaciones de la Secretaría General del Senado, 1999). 
31 Dalla-Corte enuncia que en España existe el Defensor del pueblo, del cliente, del estudiante, del 
lector, oyente o telespectador, del asegurado, del soldado, del usuario, del enfermo, del impositor o 
contribuyente. Asimismo, destaca que, en la última década del Siglo XX, surgieron los ombudsmen 
bancarios en el ámbito financiero, como es el caso del Defensor de la Clientela del Banco Bilbao 
Vizcaya y de las Cajas de Ahorro Catalanas. Gabriela Dalla-Corte Caballero, El Ombudsman: 
Expectativas de derechos en el poder con fuerza no vinculante (Barcelona: Universitat de Barcelona, 
2000). 
32 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda... 
33 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda... 
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Por otro lado, en la Comunidad Valenciana también hay defensores vecinales, como 

el Defensor de los Vecinos en el municipio de Paterna34 y el Defensor del Vecino en el 
municipio de Aspe35. Por ello, la Comunidad Valenciana es la segunda en España en 
adoptar esta institución después del País Vasco, lo que puede justificar que estos dos 
defensores valencianos instituidos en los municipios aún no cuenten con la misma cantidad 
de informes y recomendaciones que tiene el Defensor Vecinal de Vitoria.  
 

Del caso español, se deduce que este país avanza de manera significativa en la 
defensoría sectorial del derecho a la vivienda adecuada; prueba de ello es la existencia de 
defensores vecinales facultados para conocer asuntos relacionados, sobre todo, con la 
vivienda adecuada. La única observación que se hace al respecto es acerca de su 
circunscripción a un ámbito espacial concreto: el municipal, ya que como se mencionó en 
la parte relativa al Defensor del Vecino de Montevideo, las irregularidades en materia de 
vivienda no sólo se presentan en el ámbito municipal.  
 

Por último, resulta imprescindible mencionar que en España tal ha sido la relevancia 
de la vivienda adecuada que el Defensor del Pueblo, junto con los defensores autonómicos 
adoptaron en 2015 la Declaración de los Defensores del Pueblo sobre la Vivienda Pública 
en España, en el marco de la XXX Jornadas de Coordinación de Defensores del Pueblo, 
en la que se destaca la necesidad de respuestas por parte de los poderes públicos respecto 
del problema que aqueja a los ciudadanos españoles ante la reciente situación de crisis 
económica que ha atravesado el país. 
 
Otras referencias externas  
 

Aunado a las anteriores referencias externas en materia de la protección sectorial 
del derecho a la vivienda adecuada, es importante resaltar otros ejemplos en el mundo, 
como el caso de Puerto Rico, en donde se presentó en años pasados una propuesta 
legislativa para aprobar la Ley de la Defensoría de los Derechos Humanos del Estado Libre 
Asociado de Puerto Rico, que tenía la finalidad de crear una institución denominada 

Defensoría de los Derechos Humanos integrada por seis defensorías, entre las que se 
destaca en este apartado la Defensoría Asociada de los Derechos Sociales y Económicos, 
recordando que el derecho a la vivienda adecuada forma parte de estos derechos, desde 
una perspectiva clasificatoria generacional.36  
 

Otras experiencias sectoriales del ombudsman se encuentran en los Estados Unidos 
de América, en donde empresas privadas, como Information Tecnology Group of Xerox 
Corp., General Motors, Ford Motors Company, Ohio Bell y American Airlines, adoptaron 

esta figura para recibir quejas que presentaban sus empleados respecto de sus condiciones 
laborales37. Sin embargo, estas últimas no tienen mayor trascendencia para el derecho a la 
vivienda adecuada que el hecho de ser defensores sectoriales privados en materia del 
trabajo. 
 

                                                
34 Ayuntamiento de Paterna. Edicto del Ayuntamiento de Paterna sobre aprobación definitiva del 
Estatuto del Defensor del Ciudadano. (Valencia: Boletín Oficial de la Provincia de Valencia número 
156, 03 de julio, 2010). 
35 Diputación Provincial de Alicante. Edicto que aprueba el Reglamento Orgánico del Estatuto del 
Vecino de Aspe (Alicante: Boletín Oficial de la Provincia de Alicante número 108, 10 de junio, 2013). 
36 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman del Vivienda… 
37 Jorge Mario Quinzio Figueiredo, El Ombudsman. El defensor del pueblo (Santiago: Editorial 
Jurídica de Chile, 1992). 
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Referencias de protección sectorial en México 
 

Es imprescindible mencionar en esta investigación que en México, a diferencia de 
la doxa académica tradicional, sí hay antecedentes de instituciones de protección sectorial, 

tanto en el ámbito público, como en el privado, las cuales se encuentran a lo largo de su 
historia, incluso antes del proceso de independencia, mientras que otras aún están 
vigentes. En este sentido, es importante tomar en cuenta que dicha perspectiva es distinta 
a la que estudia el origen de la Comisión Nacional de Derechos Humanos. Si bien algunas 
instituciones no estaban relacionadas directamente con la protección sectorial de los DESC, 
sí se dedicaban a un tema o grupo vulnerable específico como a continuación se estudiará.  
 
El Procurador y Protector Universal de Todos los Indios 
 

Para comenzar con las referencias internas sobre los órganos de defensa sectorial 
de derechos humanos en México, resulta imprescindible retomar una institución que se 
posiciona en un lugar anterior al ombudsman moderno surgido en Escandinavia en el Siglo 
XIX. De esta forma, durante el siglo XVI, en la América virreinal se estableció la figura del 
Procurador y Protector Universal de Todos los Indios, siendo Fray Bartolomé de las Casas 
el depositario de tal función38, que puede ser identificado como un defensor sectorial pues 
se considera que su función protectora se dirigía a un grupo vulnerable en su época39, tal 
como ocurre hoy en día en Suecia. De acuerdo con González Calzada, se deduce la 
vulnerabilidad evidente en la que se encontraban los indígenas debido al trato de los 
españoles, quienes violentaron sus derechos al tomar posesión de personas sin importar 
su dignidad humana, contradiciendo los mandatos reales40. Así pues, los relatos de los 
generosos misioneros y, especialmente, del esforzado e infatigable Bartolomé de las Casas 
sustentan que “la población sometida estaba siendo objeto de un trato inhumano y 
explotada económicamente por la administración colonial y por algunos codiciosos 
empresarios”41, motivo que tornó necesaria la figura del Procurador y Protector durante la 
etapa virreinal.  
 

Por otro lado, hay que señalar que el Procurador y Protector Universal de todos los 
Indios del Siglo XVI, junto al Lord Protector inglés del Siglo XVII (aludido en el apartado 

introductorio de esta investigación), serían la inspiración de Ignacio López Rayón en los 
albores del proceso independentista en México para crear la figura del Protector Nacional 
dentro de sus Elementos Constitucionales de 1812, prevista en el artículo 17 de dicho 
documento.42  
 

Empero, la institución protectora de los indios creada en la Nueva España, no fue la 
única que tuvo el propósito de protección a estas personas, ya que existió la encomienda, 
siendo  esta  también  una  referencia  interna  para  el  tema  de  instituciones protectoras  
 

                                                
38 Óscar Cruz Barney, Historia del Derecho Indiano (Valencia: Tirant lo Blanch, 2012); González 
Calzada, Manuel. Las Casas, el Procurador de los Indios (México: Consejo Editorial del Gobierno del 
Estado de Tabasco, 1981); y Ethelia Ruiz Medrano, Gobierno y Sociedad en Nueva España (México: 
Gobierno del Estado de Michoacán y Colegio de Michoacán, 1991). 
39 Se ha mencionado que la tarea del ombudsman sectorial está centrada ya sea en un tema en 
específico o en un grupo de la población independientemente de su designación, sea ésta pública o 
privada. 
40 Manuel González Calzada, Las Casas… 
41 Georg Stadtmüller, Historia del Derecho Internacional Público (España: Aguilar, 1961), 137. 
42 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda… 
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sectoriales en México43. En este sentido, es posible catalogar que la encomienda era una 
institución sectorial, puesto que se dedicaba a la defensa y protección de los derechos de 
un grupo en específico que hasta la fecha sigue siendo vulnerable por la explotación de 
pueblos y comunidades indígenas en el país.  
 
Procuraduría de Pobres de San Luis Potosí 
 

La Procuraduría de Pobres se creó mediante la Ley N° 18 del 5 de marzo de 1847 
en el estado de San Luis Potosí, bajo la inspiración del progresista político liberal Ponciano 
Arriaga, con la finalidad de proteger a las personas más vulnerables de la sociedad, y así 
actuar en contra de los agravios, excesos, vejaciones y maltratos provenientes de cualquier 
autoridad. Dicha institución fue creada debido a la situación propia de la época:  
 

La clase campesina, ‘los miserables sirvientes del campo’, especialmente los 
indígenas, estaban vendidos para toda la vida porque el amo les regulaba el 
salario, les daba el alimento y el vestido al precio que le acomodaba, so pena 
de encarcelarlos, castigarlos, atormentarlos e infamarlos44. 

 
Es evidente que la naturaleza teleológica de esta institución es producto de los 

ideales del propio Arriaga, puesto que él pensaba que “de nada sirven las declaraciones de 
libertad y los principios de igualdad [si no] se instituyen claros preceptos legales e 
instrumentos de garantías para esos derechos”45, como sucede en México con los DESC 
que carecen de garantía. En este orden de ideas, dicha figura debe tomarse en cuenta 
dentro de las referencias internas de México sobre la protección sectorial de derechos, en 
razón de que su finalidad práctica no era más que proteger a un grupo vulnerable.  
 
La Procuraduría de la Defensa Indígena de Oaxaca  
 

En el estado de Oaxaca en 1986 se instituyó la Procuraduría de la Defensa Indígena 
que, si bien no contaba con autonomía, pues dependía del ejecutivo local, su función 
relacionada con la defensa de derechos indígenas le permite posicionarse como un 
antecedente de protección sectorial en México, al proteger derechos de grupos étnicos y 
culturales, gestionando y vigilando los procesos de liberación de presos indígenas privados 
de su libertad46. Por lo tanto, el hecho de que esta figura se creara en dicho Estado y se 
orientara a la defensa de un grupo en específico representó un gran avance para la 
satisfacción de las necesidades de los grupos indígenas que allí habitan.  
 
Procuraduría de la Montaña en Guerrero 
 

Durante el mandato del gobernador José Francisco Ruiz Massieu, en el Estado de 
Guerrero se creó la institución denominada Procuraduría de la Montaña47, zona integrada 
por veintidós municipios48. Dicha figura tenía la finalidad de proteger  los  intereses  de  las  

                                                
43 Óscar Cruz Barney, Historia del Derecho…; y Cabanellas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de 
Derecho Usual (Buenos Aires: Heliasta, 2007). 
44 Óscar Cruz Barney, Historia del Derecho..., 204. 
45 Óscar Cruz Barney, Historia del Derecho..., 204. 
46 Rodolfo Lara Ponte, Los Derechos Humanos en el constitucionalismo mexicano (México: UNAM, 
1993). 
47 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda... 
48 De acuerdo con el Artículo 3.º de la Ley que crea la Procuraduría Social de La Montaña, la región 
de la Montaña se integra de los siguientes municipios: Ahuacuotzingo, Alcozauca, Alpoyeca, 
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personas indígenas, representando legalmente a los grupos campesinos e indígenas de la 
Montaña en defensa de sus intereses agrarios, así como en las causas de carácter penal 
cuando ellos fuesen los agraviados. Debido a su naturaleza y la focalización de su actividad 
debe ser considerado como un defensor sectorial, ya que, como Lara Ponte señala, su 
función se concretaba a “proteger los derechos de los grupos indígenas que habitan la 
montaña”49. Téngase en cuenta entonces, que un ombudsman sectorial también puede 
dedicarse a un grupo vulnerable específico como en el caso de Suecia. 
 
Defensores municipales 
 

Ahora bien, al igual que Uruguay y España, México cuenta con algunas referencias 
sobre defensores municipales que resultan indispensables mencionar puesto que la 
realización de los servicios municipales se encuentra aparejada al cumplimiento del 
derecho a una vivienda adecuada. En este sentido, se destaca la Procuraduría de Vecinos 
del Estado de Colima creada en 1983 por acuerdo del cabildo municipal. Dicha institución 
constituye una instancia que atiende y canaliza los conflictos entre vecinos y las 
dependencias competentes del gobierno municipal, recibiendo las quejas, reclamaciones y 
proposiciones en las que se aleguen afectaciones causadas por la actividad de la 
administración pública local50. En cuanto a esta figura, Ochoa Campos menciona:  
 

La importancia de este nuevo tipo de funcionario municipal, radica en que 
liga la tradición y la historia con los nuevos sistemas de administración local 
que se presentan actualmente en el mundo. En efecto, el Procurador 
Vecinal, revive al antiguo Diputado de Pobres de los Ayuntamientos 
Coloniales del Siglo XVI, así como a una figura similar que se conoció a 
mediados del Siglo XIX, en algunos estados de la República, entre ellos, San 
Luis Potosí51. 

 
De esta manera es posible apreciar que la existencia de la Procuraduría de Vecinos 

del Estado de Colima es una consecuencia histórica de las figuras que se han expuesto 
hasta este momento. Además, como señala Estrada Alexei, esta institución ha sido 
claramente inspirada en el modelo escandinavo, siendo la primera implantación del 
ombudsman en el ámbito municipal en México52. 

 
Siguiendo el ejemplo anterior, en Querétaro se instauró el 22 de diciembre de 1988 

la Defensoría de los Derechos de los Vecinos, con el objetivo de recibir e investigar quejas 
de los ciudadanos en relación a los actos de autoridades municipales que contradigan la 
normativa de dicha esfera constitucional53. Es de recordar que por mandato constitucional 
al municipio le corresponde la prestación de servicios públicos, como se desprende del 
artículo 115 constitucional, servicios que están intimamente relacionados con el derecho a  
 

                                                
Atlamajalcingo del Monte, Atlixtac, Copalillo, Copanatoyac, Cualac, Chilapa, Huamuxtitlán, 
Malinaltepec, Metlatonoc, Olinalá, Tlacoapa, Tlalixtaquilla, Tlapa, Xalpatlahuae, Xochihuehuet lán, 
Zapotitlán Tablas, Zitlala, Xochistlahuaca y Tlacoachistlahuaca. Del Rivero del Rivero, José Alberto. 
El Ombudsman de la Vivienda... 
49 Rodolfo Lara Ponte, Los Derechos Humanos… 202. 
50 Ayuntamiento Constitucional de la Ciudad de Colima. Reglamento del Gobierno Municipal de 
Colima (Colima, Periódico Oficial del Estado de Colima,12 de abril, 2008), artículo 196.  
51 Carlos F. Quintana Roldán, Derecho Municipal, 9.ª ed. (México: Porrúa, 2008), 277. 
52 Julio Estrada Alexei, El Ombudsman en Colombia y en México. Una perspectiva comparada 
(México: UNAM-IIJ, 1994).  
53 Julio Estrada Alexei, El Ombudsman en Colombia…  
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una vivienda adecuada, por lo que esta institución puede ser considerada como un 
antecedente más en las referencias internas sobre la protección sectorial. 
 
Posteriormente, en el Estado de México se realizaron modificaciones a la Ley Orgánica 
Municipal que establecieron como una de las atribuciones de los Ayuntamientos, la creación 
de una Defensoría Municipal de Derechos Humanos en el ámbito de sus respectivas 
competencias, dotándola de autonomía en sus decisiones y en el ejercicio de su 
presupuesto, además de que sus atribuciones le permiten remitir las quejas recibidas a la 
Comisión Estatal de Derechos Humanos de dicho Estado. Es menester mencionar que esta 
institución representa un avance en materia de vivienda adecuada, no sólo por el hecho de 
ser municipal, sino porque la ley antes mencionada le confiere atribuciones específicas en 
materia de DESC:  
 

Artículo 147 k.- Son atribuciones del Defensor Municipal de Derechos 
Humanos: 
(…) 
XVI. Realizar investigaciones y diagnósticos en materia económica, social, 
cultural y ambiental, relacionados con la observancia y vigencia de los 
Derechos Humanos, para el planteamiento de políticas públicas y 
programas que se traduzcan en acciones que en la esfera de su 
competencia aplique el municipio, informando de ello a la Comisión de 
Derechos Humanos del Estado de México […]54. 

 
Esta atribución reviste importancia, puesto que realizar un diagnóstico respecto de 

los DESC puede develar la situación adversa en que se encuentra el sistema político de los 
poderes públicos mexicanos en materia de vivienda. En adición a que el tener una previsión 
normativa en materia de DESC, refuerza la noción de legalidad y certeza jurídica para la 
ciudadanía.  
 

Hay que aclarar que el hecho de contar con antecedentes internos sobre defensores 
municipales no satisface completamente las necesidades presentes en materia de vivienda 
adecuada en México, puesto que, si bien los servicios municipales tienen una relación 
estrecha con el cumplimiento de este derecho, no sólo existen problemáticas en el ámbito 
municipal, sino como se expuso anteriormente, hay graves deficiencias e irregularidades 
también en las instituciones federales y estatales que prestan un servicio relacionado a este 
derecho, es decir, la problemática es transversal.  
 
La Defensoría de los Derechos Universitarios  
 

Dentro de la categoría del ombudsman sectorial es posible incluir a los defensores 

universitarios55, cuyo origen se encuentra en el contexto estadounidense e ibérico56. En 
México, se cuenta con la Defensoría de los Derechos Universitarios de la Universidad 
Nacional Autónoma de México (UNAM), creada por el Consejo Universitario el 29 de mayo  

                                                
54 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda... 344. 
55 En este sentido, Constenla alude al Defensor de la Comunidad Universitaria al referirse al 
ombudsman sectorial o especial. Constenla, Carlos R. Teoría y Práctica… 
56 Rodríguez Gaona explica que las defensorías de derechos universitarios tienen un origen que se 
explica en dos contextos, el anglosajón y el iberoamericano. En el primero, destaca a los Estados 
Unidos con la University and College Ombuds Association (UCOA) y The Ombuds Association 
(TOA). En el segundo figura España y México, con sus respectivas universidades. Roberto 
Rodríguez Gaona, El Defensor Universitario. Algunas reflexiones en torno al papel del Ombudsman 
organizacional (México: Universidad Autónoma del Estado de Hidalgo, 2009). 
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de 198557. Esta figura tiene independencia dentro de la institución universitaria para recibir 
reclamaciones individuales presentadas por los estudiantes y los miembros del personal de 
la universidad, en las que se aleguen afectaciones a sus derechos; se encarga de llevar a 
cabo las investigaciones precisas, ya sea a petición de parte o ex officio, y si lo requiere  el 

caso, de proponer soluciones a la autoridad universitaria58. Así pues, en atención a sus 
funciones focalizadas a un grupo en específico (la comunidad universitaria) esta institución 
representa claramente un ejemplo de ombudsman sectorial en México, incluso para los 

DESC, ya que la educación se encuentra dentro de esta categoría de derechos. 
 
Defensores sectoriales privados 

 
En México también hay antecedentes concernientes al ombudsman sectorial en su 

faceta privada, ya que existe la figura del Defensor del Cliente creada internamente por el 
Banco Santander en 2007, que sigue el ejemplo de otros países, como Reino Unido, en el 
que diversas empresas han establecido un ombudsman interno para atender las quejas de 
sus clientes. De acuerdo con el Informe Anual de Sustentabilidad. México–2013 emitido por 
dicho banco:  

Este mecanismo, pionero en México y único por sus características de total 
independencia y contacto directo con el Consejo de Administración del 
Grupo, fue galardonado en la categoría de “Ética Empresarial” en el marco 
del Reconocimiento a las Mejores Prácticas de Responsabilidad Social 
Empresarial 2013, que entregan el Centro Mexicano para la Filantropía 
(Cemefi), la Alianza por la Responsabilidad Social en México (AliaRSE) y la 
Red SumaRSE59. 

 
La nota anterior hace referencia a un tema de trascendental importancia: la 

Responsabilidad Social Empresarial (RSE), máxime para el cumplimiento del derecho a la 
vivienda adecuada por parte de particulares. En este sentido, se entiende que la creación 
de defensores sectoriales privados sería congruente con la responsabilidad social para las 
empresas inmobiliarias y, en general, a las que ofrezcan servicios relativos a este derecho, 
considerando que los entes privados asiduamente, y con la tolerancia del Estado, violentan 
la prohibición de la explotación del hombre por el hombre que establece el artículo 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos.  
 
Conclusión 

 
Los organismos no jurisdiccionales de protección de derechos humanos se han 

concebido como entes que, en la mayoría de los casos, cuentan con autonomía para 
desempeñar sus facultades de vigilancia respecto de la actuación de las autoridades. Sin 
embargo, y como se ha demostrado en esta investigación, la historia, e incluso el presente, 
evidencian la necesidad de sectorizar la protección de derechos, esto con la finalidad de 
que la noción de justiciabilidad se refuerza desde los mecanismos no jurisdiccionales. Así 
como existen organos judiciales encargados a una materia específica, tanto en el ámbito 
federal, estatal y municipal, e inclusive la Suprema Corte de Justicia de la Nación cuenta 
con una división interna de salas con temas específicos en materia de derechos humanos,  

                                                
57 Defensoría de los Derechos Universitarios. Marco Normativo de la Defensoría de los Derechos 
Universitarios (México: UNAM, 2014), 8. 
58 Consejo Universitario de la Universidad Nacional Autónoma de México. Estatuto de la Defensoría 
de los Derechos Universitarios de la Universidad Nacional Autónoma de México (Ciudad de México: 
Gaceta Universitaria, 3 de junio,1985). 
59 José Alberto Del Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda..., 345. 



REVISTA INCLUSIONES ISSN 0719-4706 VOLUMEN 7 – NÚMERO ESPECIAL – OCTUBRE/DICIEMBRE 2020 

DR. JOSÉ ALBERTO DEL RIVERO DEL RIVERO 

La protección no jurisdiccional y sectorial de los derechos humanos: reflexiones en torno al derecho a la vivienda… Pág. 80 

 
también en el mismo sentido la protección no jurisdiccional debe subdividirse, 
especialmente en materia de DESC.  
 

Partiendo de lo anterior, los DESC, en donde se incluye el derecho a una vivienda 
adecuada, adolecen de garantías y de mecanismos de justiciabilidad, puesto que, en primer 
lugar, debe considerarse que en el Sistema Universal de Derechos Humanos, el organismo 
que se encarga de vigilar el cumplimiento del Pacto Internacional de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales, es decir, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Cuturales, 
no se encuentra facultado para emitir una resolución de carácter vinculatoria para los 
Estados Partes del Protocolo Facultativo al Pacto antes mencionado. Aún así, es 
lamentable que el Estado mexicano no haya firmado en su momento este instrumento, y 
tampoco ha evidenciado muestras de tener la voluntad para adherirse al protocolo 
facultativo, por lo que de violentarse un derecho económico, social y/o cultural en México, 
no sería posible acudir ante el sistema universal. Un escenario similar se tiene con el 
Sistema Interamericano, en donde de acuerdo con el propio Protocolo Adicional a la 
Convención Americana en materia de Derechos Económicos Sociales y Culturales, solo 
son justiciables los derechos a la educación y la asociación sindical a través del sistema de 
peticiones individuales de la Comisión y Corte Interamericanas, por lo que la justiciabilidad 
de los demás derechos de esta generación, como la vivienda adecuada, dependerían de la 
interpretación extensiva que haga la Corte respecto del artículo 26 de la Convención 
Americana siempre y cuando establezca una vinculación entre esta previsión normativa y 
los hechos alegados.60 
 

La protección sectorial en México supondría la personalización de la labor de 
investigación, vigilancia, seguimiento y aplicación de medidas correctivas y restaurativas a 
la problemática por la que actualmente atraviesa una gran cantidad de la población respecto 
de los DESC, con especial énfasis la vivienda adecuada. Por el contrario, la generalización 
de las funciones del ombudsman trae aparejada la existencia de una excesiva 
burocratización de este organismo. La figura del ombudsman sectorial de la vivienda se 
establecería como la de defensor de los derechos relativos a la vivienda adecuada, en 
contra de las arbitrariedades cometidas por las instituciones inmobiliarias u omisiones del 
Estado y el abuso de los intereses bancarios, en contextos donde predomina la desigualdad 
y la discriminación, vulnerando la dignidad humana. Para que esta figura logre sus 
cometidos, el Congreso de la Unión debe aprobar la modificación del artículo 4º 
constitucional, así como aprobar una ley que instituya al ombudsman sectorial de la vivienda 

adecuada, o al menos en materia de DESC. Además, se subraya que sus funciones deben 
ser correctivas, no punitivas, a fin de abatir las deficiencias y los niveles de corrupción que 
se suscitan al acceder a los DESC61. Lo anterior es menester en virtud de que las injusticias  

                                                
60 “Artículo 26. Desarrollo Progresivo: Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, 
tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y 
técnica, para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 
normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires, en la medida 
de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios apropiados.” Conferencia 
Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos. Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (San José, 7-22 de noviembre, 1969). 
61 Al respecto, se puede mencionar, por ejemplo, la investigación de campo realizada por Del Rivero, 
aplicada al municipio de Centro en el Estado de Tabasco, que hasta el 2018 tenía 145 
fraccionamientos sin ser entregados al ayuntamiento a efecto de recibir los servicios municipales que 
prevé nuestra Constitución, situación que denota a todas luces la ausencia de legalidad en la materia. 
Del José Alberto Rivero del Rivero, El Ombudsman de la Vivienda… 
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sociales y económicas repercuten más en un sistema centralista que en un sistema 
autónomo no dependiente del oficialismo dual entre gobierno-partidos, aunado a que se 
debe detener en México la politización indiscriminada de los DESC, como bandera política 
de candidatos a cargos públicos, y transitar hacia la noción de Estado de Bienestar que 
desde tiempos de la Antigua Grecia con Pericles, pasando por la Edad Media con el Fuero 
del Bosque, y modernizándose en Europa durante la segunda posguerra, ha demostrado 
su eficiencia para la población, ya que recordemos que el valor de un derecho es en función 
de la garantía que este tiene.  
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